Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala L(CNCiv)(SalaL), 23/11/2006 

H., N. G. c. F., D. M. y otros 

2ª Instancia.— Buenos Aires, noviembre 23 de 2006.

La doctora Pérez Pardo dijo:

I. Contra la sentencia de fs. 567/586, recurre el codemandado G. P. por los argumentos expuestos a fs. 675/688 —contestados a fs. 724/5 y fs. 726—; la citada en garantía "HSBC La Buenos Aires Seguros S.A." hizo lo propio a fs. 696/698; y el codemandado F. y la citada en garantía "Bradesco Compañía Argentina de Seguros S.A." a fs. 696/698 y 699/701.

II. Se agravia el codemandado G. P. por considerar que la demanda en su contra no podría haber prosperado debido a que tanto al momento del accidente como al de interposición de demanda, se encontraba legalmente casado con la accionante, lo que le impedía estar legitimada para entablar la presente acción en su contra, circunstancia que entiende como no valorada por el anterior Juez al momento de dictar sentencia. Asimismo se queja por considerar altos los montos indemnizatorios de los rubros otorgados por el anterior sentenciante.

Por su parte, la firma "HSBC La Buenos Aires Seguros S.A." se agravia "subsidiariamente para el caso de resultar condenada", por los montos otorgados en concepto de incapacidad física, gastos médicos y farmacéuticos y tratamiento psicológico. Asimismo se queja por la imposición de costas respecto de la excepción de exclusión de cobertura.

Por último, el codemandado F. y la citada en garantía "Bradesco Compañía Argentina de Seguros S.A.", se agravian, también "subsidiariamente para el caso de resultar condenada", por los montos otorgados en concepto de incapacidad física, gastos médicos y farmacéuticos y tratamiento psicológico; y por la imposición de costas en relación al rechazo de demanda respecto de F. y la citada en garantía.

III. Por una cuestión de orden metodológico, entiendo que corresponde tratar en primer lugar las quejas planteadas por el codemandado G. P.

Al respecto, y sin perjuicio de destacar que la falta de legitimación a la cual hace referencia el codemandado no fue planteada ni sometida a conocimiento del sentenciante en los escritos constitutivos del proceso, cabe destacar que haya o no mediado planteo expreso de excepción previa, la calidad o legitimación para obrar es un requisito esencial del derecho de acción (o de la pretensión), que el juez debe examinar de oficio y que constituye una típica cuestión de derecho. Sólo después de tener por acreditadas las "justas partes" o las "partes legítimas" —condición de admisibilidad intrínseca de la acción o pretensión— se entra en el juzgamiento del mérito, atendibilidad o fundabilidad de lo pretendido (conf. Morello, Sosa, Berizonce, "Código Procesales en lo Civil y Comercial...", t. IV-B, p. 221).

En autos, sostiene el apelante que por encontrarse acreditada la vigencia de su matrimonio con la actora, tanto al momento del accidente como al de la interposición de demanda, H. no se encontraba legitimada para reclamarle por este hecho ilícito bajo la órbita de la responsabilidad extracontractual.

La legitimación, activa o pasiva, determina quiénes deben o pueden demandar o ser demandados, es decir precisa quiénes están autorizados para obtener una decisión de fondo sobre las pretensiones formuladas en la demanda, en cada caso concreto. La legitimación activa significa una autorización o habilitación para ejercer determinada acción en el proceso; de tal modo, que hablar de legitimación implica referirse a un sujeto procesal que tiene derecho a ejercitar un determinado reclamo. Por el contrario, la carencia procesal se configura cuando una de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión. Por otro lado, la acción de indemnización se acuerda a quien el delito ha damnificado directa o indirectamente, entendido como directo el sujeto pasivo de la acción antijurídica, o sea la persona cuyos derechos personales o patrimoniales fueron afectados por el acto consumativo del delito (conf. Trigo Represas y López Mesa, "Tratado de la responsabilidad civil", t. IV, Ed. La Ley, ps. 467/469).

Aclarado ello, si bien no resulta frecuente que se interpongan demandas de este tipo donde la actora y uno de los demandados resulten estar unidos en matrimonio, lo cierto es que no existe norma en nuestro ordenamiento legal vigente que impida a alguno de los cónyuges demandar al otro por los daños sufridos con motivo de un hecho ilícito que se le imputa a aquél (art. 19 "in fine", 33 y conc. de la Constitución Nacional y arts. 162, 163, 1109 y conc. C.C.).

Además, el hecho de que la ley 23.515 no haya incorporado norma alguna que faculte al cónyuge a reclamar por un hecho ilícito como ocurre en el caso sub examen, no permite deducir que tal silencio resulta "intencionado", como pretende el quejoso, sino todo lo contrario; dicho silencio en mi criterio implica la posibilidad conferida a cualquiera de los cónyuges a reclamar al otro por la ocurrencia de un hecho ilícito como el de autos. Por otro lado, si la intención del legislador hubiera sido otra, no cabría dudas que se hubiese expedido formalmente incorporando alguna norma que resultare aplicable al caso. A mayor abundamiento cabe reparar en lo dispuesto por el art. 1260 C.C. de cuyo texto cabría inferir que la ley sólo prohíbe la prueba confesional del cónyuge demandado para acreditar el hecho, pero nada obstaría al derecho de la actora para accionar por responsabilidad extracontractual por un ilícito atribuido al cónyuge accionado y probarlo con otros medios de prueba.

Adviértase desde otro punto de vista, que es común observar en las pólizas de seguros la mención —aunque sea como supuesto de excepción de cobertura— de los daños y perjuicios ocasionados entre cónyuges y otros familiares directos, precisamente porque también conciben la posibilidad de accionar por responsabilidad extracontractual en estos casos.

Por otra parte vale recordar que en nuestro derecho se admite también el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados del divorcio, porque se parte del principio general del derecho "alterum non laedere" recepcionado por el art. 1109 y conc. del Código Civil y se conciben a las causales "subjetivas" de divorcio como hechos ilícitos civiles —que hacen aplicables los art. 1068, 1077, 1078 y conc. del Código Civil— (conf. Zannoni E. en "Derecho Civil - Derecho de Familia" t. 2, p. 215 y ss.) además del supuesto contemplado expresamente por el art. 225 del C.C. para casos de nulidad de matrimonio.

Volviendo al accidente de autos, el principio "alterum non laedere" no se presume renunciado por el hecho de la celebración del matrimonio, especialmente si se tiene en cuenta que el cónyuge demandado resultó responsable del hecho dañoso, no sólo por mediar imputación objetiva (art. 1113 C.C.), sino porque además, se acreditó su obrar con culpa e imprudencia grave, es decir, mediando factores subjetivos y objetivos de atribución de responsabilidad.

Por ello, los argumentos impugnativos traídos a esta instancia revisora carecen de la necesaria aptitud convictiva, para acreditar los errores que pudiera contener la decisión apelada, así como también para persuadir que deba prevalecer su opinión sobre la implícitamente adoptada en el pronunciamiento en revisión. Por ello, propongo al acuerdo, el rechazo de los agravios del recurrente y por consiguiente la confirmación de la sentencia apelada al respecto.

IV. En cuanto a los agravios que planteó respecto de los montos indemnizatorios, cabe recordar que a fin que el tribunal de alzada se encuentre en condiciones para revisar el pronunciamiento de la instancia anterior, de acuerdo con lo establecido por el art. 265 del Código Procesal, sobre el interesado pesa la carga no sólo de señalar qué parte del fallo es la que estima equivocada sino también la de presentar una crítica concreta y razonada contra la decisión que ataca. De este modo, el ordenamiento adjetivo coloca en cabeza del impugnante la tarea de demostrar en forma puntual y reflexiva, por medio de una exposición dialógica, en qué ha consistido el error de juicio del sentenciante que el Tribunal de alzada debería subsanar. De lo contrario, conforme le establece el art. 266 del citado cuerpo normativo, correspondería declarar la deserción del recurso con los efectos allí fijados.

En el caso de autos, el apelante desaprovecha la oportunidad que le otorga el remedio deducido dado que se circunscribe a manifestar su disconformidad con los montos otorgados por el a quo, en una pieza que no constituye una crítica concreta y razonada de las indemnizaciones otorgadas.

En consecuencia, entiendo que corresponde declarar desierto el agravio a este respecto, debiéndose confirmar la sentencia apelada.

V. En relación a la primer queja planteada en la expresión de agravios por la citada en garantía "HSBC La Buenos Aires Seguros S.A.", así como en los agravios del codemandado F. y de la citada en garantía "Bradesco Companía Argentina de Seguros S.A.", por no resultar condenados en autos, a tenor de las responsabilidades que se propician, el tratamiento de los mismos deviene abstracto.

VI. En cuanto a la. imposición de costas al codemandado G. P. vinculada a la excepción interpuesta por la citada en garantía "HSBC La Buenos Aires Seguros S.A.", cabe recordar que el art. 68 del Código Procesal consagra el criterio objetivo de la derrota para imponer las costas del proceso. Este principio es un corolario del vencimiento, ya que tiende a resarcir al vencido de los gastos de justicia en que debió incurrir para la defensa de su derecho. De modo tal que, de acuerdo a lo que surge de la segunda parte de dicha norma, la excepción de costas al vencido es excepcional y en consecuencia, de interpretación restrictiva.

Ahora bien, toda vez que la citación de la firma "HSBC La Buenos Aires Seguros S.A." fue solicitada por la accionante, teniendo en cuenta que el rechazo de la misma se encuentra firme en esta instancia, y no encontrando mérito alguno para apartarme del principio objetivo de derrota, corresponde modificar la imposición de costas al codemandado G. P., entendiendo que las costas por tal incidencia deben ser impuestas a la actora por resultar vencida en dicho acápite (conf. art. 68 C.P.C.C.N.).

En cuanto a la imposición de costas por el rechazo de la acción respecto de F. y la firma "Bradesco Compañía Argentina de Seguros S.A.", entiendo acertada la decisión del anterior Juez en cuanto impone las mismas por su orden, por cuanto el art. 68 del rito, en su 2°, párrafo prescribe que "el juez podrá eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello" tomándose viable tal facultad judicial ante cuestiones jurídicas o de hecho complicadas o dudosas, lo cual por cierto acontece en el caso de autos (ver Kielmanovich, Jorge I. "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Comentado y Anotado", Ed. Lexis Nexis, 1993, t. I, p. 106) atento al modo en que aconteció el siniestro; de allí que, la accionante pudo razonablemente considerarse con derecho a plantear la demanda como lo hizo; por ello, compartiendo el criterio esgrimido por el Juez a quo, entiendo que corresponde confirmar la sentencia apelada al respecto.

VII. Por los fundamentos expuestos, y si mi voto fuese compartido, propongo se modifique la sentencia apelada, imponiendo las costas de la excepción interpuesta por la citada en garantía "HSBC La Buenos Aires Seguros S. A." a la actora (conf. art. 68 C.P.C.C.N.); y se la confirme en todo lo demás que fue materia de agravios por las partes. Las costas de alzada habrán de ser soportadas por su orden atento el alcance y resultado de las apelaciones (art. 68 y conc. Código Procesal).

Los doctores Rebaudi Basavilbaso y Pascual por razones análogas votan en el mismo sentido.

Por lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo transcripto precedentemente por unanimidad de votos el Tribunal decide: Modificar la sentencia apelada, imponiendo las costas de la excepción interpuesta por la citada en garantía "HSBC La Buenos Aires Seguros S.A." a la actora (conf. art. 68 C.P.C.C.N.); y confirmarla en todo lo demás que fue materia de agravios por las partes. Las costas de alzada habrán de ser soportadas por su orden atento el alcance y resultado de las apelaciones (art. 68 y conc. Código Procesal). Difiérese conocer de los recursos deducidos por honorarios para cuando exista liquidación aprobada en los términos del art. 1° de la ley 24.432. El juzgado actuante deberá arbitrar los medios a fin de que los condenados en costas integren la tasa de justicia de conformidad con los arts. 10, 11, 12 y 14 de la ley 23.898.— Marcela Pérez Pardo.— O. Hilario Rebaudi Basavilbaso.— Emilio M. Pascual.

